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Expediente

25000-23-26-000-1997-13382-01 (25.671)

Actor


WILSON ALFONSO PIÑEROS Y OTROS
Demandada
NACION-MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE Y OTROS
Acción

REPARACION DIRECTA

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en contra de la sentencia proferida el 9 de julio de 2003, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, por medio de la cual se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, en los siguientes términos: 

“PRIMERO: Declárese (sic) la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, respecto del Ministerio del Medio Ambiente y los Municipios de Gachalá, Medina, Ubalá, Gama, Junín, Gachetá, Fómeque, Mambita y Guasca, de conformidad con la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: Declárese (sic) administrativamente responsablemente (sic) a la Corporación Autónoma Regional del Guavio, por los hechos objeto de esta demanda, y conforme a las consideraciones expuestas en esta sentencia.
TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración, condénese (sic) a la Corporación Autónoma Regional del Guavio, a reconocer y pagar al señor Israel Antonio Alfonso Piñeros, la suma de dos millones trescientos cuarenta y cuatro mil ochocientos setenta pesos (2.344.870.00), por concepto de los perjuicios materiales que se le ocasionaron.

CUARTO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo dispuesto por los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.

QUINTO: Deniéguense (sic) las demás pretensiones de la demanda

SEXTO: Sin condena en costas.”

I.-ANTECEDENTES

Los señores Wilson Alfonso Piñeros e Israel Antonio Alfonso Piñeros, actuando en nombre propio, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa instaurada en contra de la Nación – Ministerio del Medio Ambiente, la Corporación Autónoma Regional del Guavio –Corpoguavio- y los Municipios de Gachalá, Medina, Ubalá, Gama, Junín, Gachetá, Fómeque, Mámbita y Guasca, solicitaron que se declare a la demandadas administrativamente responsables de todos los perjuicios de orden moral y material que les fueron irrogados con ocasión de las lesiones sufridas por el señor ISRAEL ANTONIO ALFONSO PIÑEROS en un accidente de tránsito ocurrido el 7 de diciembre de 1995 en la vía Guasca-Gachetá.

En consecuencia, solicitaron que se condene a pagar a su favor las siguientes indemnizaciones:

Por concepto de perjuicios morales la suma equivalente en pesos a mil (1000) gramos de oro fino, para cada uno de los demandantes.

Por concepto de perjuicios materiales, en las modalidades de daño emergente y lucro cesante, la suma aproximada de cuarenta millones de pesos ($40.000.000), teniendo en cuenta las lesiones causadas a uno de los demandantes, su pre sanidad, sus habilidades corporales, su promedio de vida probable, los daños causados al vehículo, el valor de las reparaciones mecánicas y eléctricas, así como los intereses compensatorios correspondientes.
Como fundamentos fácticos de sus pretensiones expusieron los que la Sala se permite resumir de la manera que sigue:

Se expuso en la demanda que en horas de la mañana del día 7 de diciembre de 1995, cuando el señor Israel Antonio Alfonso Piñeros iba conduciendo un automóvil de propiedad de Wilson Alfonso Piñeros y se desplazaba por la vía Guasca - Gachetá, a la altura del kilómetro 40, fue embestido de manera violenta por un Campero de placas OWB 994, de propiedad de la Corporación Autónoma Regional del Guavio, lo que le causó graves heridas, además, el vehículo que conducía quedó prácticamente destruido. 

Manifestaron que el señor Andrés Iván Garzón, quien no era el conductor asignado para el vehículo de la demandada, conducía a gran velocidad, al punto que cuando fue a tomar una curva, apareció un carro tanque, lo que hizo que maniobrara en forma insegura a izquierda y derecha, perdiendo el control del automotor, de manera que invadió el carril por el que se desplazaba el demandante y lo chocó de frente, en clara violación de las normas de tránsito.

Afirmaron que el señor Andrés Iván Garzón había estado en una fiesta el día anterior, por lo que al momento del accidente se encontraba trasnochado y con tufo, además, que abusando de su calidad de miembro del Consejo Directivo de Corpoguavio, condujo el vehículo y ocasionó el accidente de tránsito, lo cual pone en evidencia la falta de control de la demandada sobre el cuidado de los bienes y cosas de su propiedad.
Señalaron que, a consecuencia del accidente, el señor Israel Antonio Alfonso Piñeros sufrió trauma contuso directo en la rodilla derecha, con posterior  edema, dolor y limitación funcional, equimosis en cara anterior de rodilla derecha, lo que le generó una incapacidad superior a 15 días.

La demanda presentada el 19 de diciembre de 1996
, fue admitida por auto del 14 de febrero de 1997
 y notificada en legal forma al Ministerio Público
, a los Municipios de Guasca
, Gachalá
, Gama
, Junín
, Medina
, Ubalá
, Gachetá
, Fómeque
 y al Ministerio del Medio Ambiente
. 

La Corporación Autónoma Regional del Guavio –Corpoguavio- dio contestación al libelo para oponerse a las pretensiones
, al estimar que la persona que conducía el vehículo de su propiedad lo hizo en observancia de las normas de tránsito y de manera diligente, sin embargo, un carro tanque invadió la zona que le correspondía al campero, obligándolo a maniobrar en la forma en que lo hizo, estrellándose así con el vehículo de los accionantes, quienes también viajaban a alta velocidad, por lo cual, afirmó, se configuró la causal eximente de responsabilidad consistente en la fuerza mayor o caso fortuito, la que descarta la existencia de la falla en el servicio alegada en la demanda.
Mediante auto del 19 de febrero de 1999 se abrió el proceso a pruebas, decretando las solicitadas por las partes
 y, por auto de 4 de julio de 2001
, previo fracaso de la audiencia de conciliación convocada a petición de la demandante, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para rendir concepto de fondo.

En esta oportunidad procesal la Corporación Autónoma Regional del Guavio -Corpoguavio- reiteró los argumentos aducidos en la contestación de la demanda, dirigidos a sustentar la existencia de una causal eximente de responsabilidad
. 

El Ministerio de Medio Ambiente señaló que no se encontraba legitimado por pasiva, como quiera que el vehículo causante del daño era de propiedad de Corpoguavio, por lo cual no tenía ninguna responsabilidad dentro del presente asunto
.
Por su parte, los actores reiteraron los argumentos planteados en la demanda al afirmar que con las pruebas obrantes en el plenario, era evidente que la demandada fue la causante del hecho dañoso por el que se pretende indemnización
.

El Ministerio Público estimó que, conforme al acervo probatorio recaudado, no existía prueba que comprometiera la responsabilidad de la parte demandada, pues, a su juicio, el accidente en que colisionaron los vehículos fue producto del manejo negligente e imprudente del conductor de un carro tanque, tal y como lo afirmaron las partes, por lo que, se configuró la culpa exclusiva de un tercero lo cual exonera de responsabilidad a la parte demandada
.

I.I.-LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, mediante sentencia proferida el 9 de julio de 2003
, resolvió acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda, en los términos señalados al inicio de esta providencia. 

Considero el a quo que, si bien en el accidente participó un tercer vehículo, que contribuyó en la producción de la colisión, “en el presente caso se dio una falla en la prestación del servicio por parte de la Corporación Autónoma regional del Guavio, pues es evidente que estando en el deber jurídico de velar por el correcto funcionamiento y utilización del vehículo montero Mitsubishi de placas OWB 994, por ser éste de su propiedad, más aun cuando se ha considerado que la utilización y conducción de automotores es una actividad peligrosa, se puso a disposición de una persona que no estaba encargada de su conducción”, es decir, se destinó para fines distintos al servicio, al utilizarlo el señor Andrés Iván Garzón para fines particulares, quien, además de esta circunstancia, según quedó probado, no tenía licencia de conducción al momento del accidente y el día anterior había consumido bebidas alcohólicas.
En cuanto a los perjuicios materiales reclamados, señaló el Tribunal que la parte actora no asumió la carga procesal de acreditar en debida forma la totalidad de los mismos, toda vez que el dictamen pericial decretado para determinar su monto no se pudo realizar, por la falta de colaboración de los interesados para con los auxiliares de la justicia. Igualmente, destacó que los demandantes sólo allegaron algunos documentos, tales como cotizaciones por concepto de repuestos y mano de obra, pero sin que apareciera constancia efectiva del pago realizado por la reparación del automotor y los trabajos que le realizaron, situación que permitía valorar, únicamente, la factura de venta No. 0315, por concepto de repuestos mecánicos, documento que además había sido objeto de reconocimiento por parte del señor Ramiro Castillo, quien constató la veracidad de lo consignado en dicha factura.
I.II.- EL RECURSO DE APELACION

1. De la parte demandante

De manera oportuna
, la parte demandante interpuso recurso de apelación en contra de la providencia de primera instancia, para solicitar el reconocimiento de la totalidad de los perjuicios materiales reclamados en la modalidad de daño emergente, al considerar que el a quo no tuvo en cuenta la certificación expedida por Europintar Sasei S.A., obrante a folio 27, por valor de $2.302.000, y la cotización expedida por Servicamper, con sello de cancelado, por valor de $10.110.890, obrante a folios 29 y 30.
Expuso que tales documentos nunca fueron rechazados ni objetados por la parte demandada, además, el representante legal de la empresa Europintar Sasei S.A., manifestó “reconocer la hoja” y que un vehículo de las características allí consignadas había sido reparado en su taller “por el señor Piñeros”.

Respecto de la cotización de Servicamper, afirmó que dicho documento constituyó cotización, remisión y venta, pues el demandante Wilson Alfonso Piñeros canceló la suma total de $10.110.890, en prueba de lo cual aparece el sello de cancelado, aunado a la falta de objeción de tal pago por parte de la demandada.
2. El trámite de segunda instancia

El recurso planteado en los términos expuestos, fue admitido el 17 de octubre de 2003
. Posteriormente, con auto de 30 de enero de 2004 se denegó el decreto de las pruebas solicitadas por la parte actora
. 

A través de proveído de 19 de marzo de 2004
 se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo, oportunidad procesal en la que la parte recurrente reiteró los argumentos expuestos en el recurso de alzada respecto del reconocimiento de los perjuicios materiales causados. Así mismo, solicitó adicionar el fallo en el sentido de condenar a la demandada, al pago de los perjuicios morales causados, manifestados en la relación de los actores con los demás y las cosas del mundo que los llevaron a tener sentimientos de depresión
. 
La Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el asunto.

II.- CONSIDERACIONES 

1. Competencia

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el 9 de julio de 2003, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, dado que la demanda se presentó el 19 de diciembre de 1996
 y la pretensión mayor se estimó en cuarenta millones de pesos ($40’000.000), por concepto de perjuicios materiales, mientras que el monto exigido en ese año para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia era de $13.460.000.
 
2. Ejercicio oportuno de la acción
Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo contenido en el Decreto Ley 01 de 1984
, la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble por causa de trabajos públicos.

En el sub examine la responsabilidad administrativa que se demanda se origina en las lesiones sufridas por el señor Israel Antonio Alfonso Piñeros, así como la destrucción del vehículo de propiedad del señor Wilson Alfonso Piñeros, en hechos ocurridos el 7 de diciembre de 1995 y, como quiera que la demanda se interpuso el 19 de diciembre de 1996, resulta evidente que la acción se propuso dentro del término previsto por la ley. 

3. El objeto del recurso de apelación
Previo a abordar el análisis de fondo resulta necesario señalar que el recurso de apelación interpuesto por la parte actora está encaminado a que se adicione la condena impuesta en primera instancia, cuestionando en concreto un único aspecto: Que para el reconocimiento de la indemnización por concepto de daño emergente, el Tribunal a quo no tuvo en cuenta la certificación expedida por Europintar Sasei S.A., obrante a folio 27, por valor de $2.302.000, y la cotización expedida por Servicamper, con sello de cancelado, por valor de $10.110.890, obrante a folios 29 y 30.

Lo anterior obliga a destacar que el recurso que promueve el apelante único, cuya situación no puede desmejorarse en virtud del principio constitucional de la no reformatio in pejus, se encuentra limitado al tema indicado, consideración que cobra mayor significado en el sub lite si se tiene presente que la ocurrencia del hecho dañoso, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedió, así como la imputación de responsabilidad patrimonial no fueron controvertidas por la parte recurrente ni por la demandada, quien guardó silencio ante la sentencia condenatoria, de manera que ninguna precisión efectuará la Sala en relación con el régimen de responsabilidad, el daño antijurídico y la legitimación en la causa por activa, de manera que los referidos son puntos de la litis que han quedado fijados con la decisión que profirió el Tribunal a quo
. 

Igualmente, debe señalar la Sala que la solicitud de adición de la sentencia apelada, en lo relacionado con el reconocimiento de perjuicios morales, realizada en el memorial de alegatos de conclusión en segunda instancia, resulta abiertamente extemporánea para los efectos del recurso de apelación, de manera que sobre tal petición no hay lugar a emitir pronunciamiento alguno en esta instancia, pues, como ya se dijo, la Sala, en su condición de juez de la segunda instancia, se circunscribirá al estudio de los motivos de inconformidad planteados en el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante.
4. El reconocimiento de perjuicios cuestionado por la parte demandada
Como se señaló al inicio de esta providencia, el a quo ordenó, en su momento, la indemnización de perjuicios en la modalidad de daño emergente en la suma de $2.173.188
, y a título de lucro cesante, la suma de $171.682
, para un total de $2.344.870.

Con respecto al daño emergente, señaló el Tribunal que los demandantes sólo allegaron algunos documentos, tales como cotizaciones por concepto de repuestos y mano de obra, pero sin que apareciera constancia efectiva del pago realizado por la reparación del automotor y los trabajos que le realizaron, situación que permitía valorar, únicamente, la factura de venta No. 0315 en la suma de $920.882, por concepto de repuestos mecánicos, documento que, además, había sido objeto de reconocimiento por parte del señor Ramiro Castillo, quien constató la veracidad de lo consignado en dicha factura.

Como ya se dijo, la parte demandante en su recurso manifestó su desacuerdo con el fallo, al señalar que para el reconocimiento de la indemnización por concepto de daño emergente, el Tribunal a quo no tuvo en cuenta la certificación expedida por Europintar Sasei S.A., obrante a folio 27, por valor de $2.302.000, y la cotización expedida por Servicamper, con sello de cancelado, por valor de $10.110.890, obrante a folios 29 y 30.

Ahora bien, al analizar los documentos señalados por la parte recurrente, encuentra la Sala que, en efecto, con ellos resulta acreditado el pago de unas sumas de dinero, por concepto de reparaciones efectuadas al vehículo Mazda 626 identificado con las placas BFI-430, tal como pasa a verse a continuación. 
A folio 27 del cuaderno de pruebas obra, en original, la certificación expedida por la empresa Europintar Sasei S.A., en los siguientes términos:

“Santafé de Bogotá, octubre 24 de 1996

Señor

WILSON ALFONSO PIÑEROS

Ciudad

La presente certificación es por concepto de la reparación efectuada en Marzo de 1996, al vehículo según el siguiente detalle:

MARCA:
MAZDA 626L  ASAHI

PLACA:
BFI-430

MODELO:
1985

COLOR:
 BLANCO CRISTAL

MANO DE OBRA:

MECANICA



$   300.000.oo

LATONERIA



$1.092.000.oo

PINTURA



$   550.000.oo

ELECTRICIDAD


$   230.000.oo

VIDRIOS



$     80.000.oo

TAPICERIA



$     50.000.oo

TOTAL MANO DE OBRA

$ 2.302.000.oo

SON: DOS MILLONES TRESCIENTOS DOC (sic) MIL PESOS MCTE.

Cordialmente,

DANILO CASTAÑO GIRALDO

Gerente” (Se destaca)
Como puede apreciarse, el contenido de este documento privado da fe de los gastos ocasionados con la reparación del mencionado automotor, realizada en el mes de marzo de 1996, aserto que, además, encuentra confirmación en lo expresado ante el a quo por el señor Danilo Castaño Giraldo, quien en diligencia de testimonio, al ponérsele de presente la anterior certificación, manifestó
:
“Reconozco la hoja, pero la firma no es mía, debo aclarar que el nombre que está en el documento es el mío posiblemente es del Jefe de Taller en ese momento que era el señor Jairo Castro, también reconozco que un vehículo de esas características fue reparado en mi taller por el señor Piñeros…”
Así mismo, a folios 29 y 30 del cuaderno de pruebas, obra en original un documento que detalla una cotización fechada el 15 de abril de 1996, dirigida al señor Wilson Alfonso Piñeros, respecto de la reparación de un vehículo Mazda 626L, identificado con placas BFI-430, en la cual se totaliza un valor de $10.110.890 por concepto de repuestos.
Si bien el a quo estimó que este documento tenía el carácter de una cotización, lo cierto es que en él aparecen estampados dos sellos, uno con la leyenda “CANCELADO” y otro con el logotipo de Servicamper que incluye su dirección y teléfono, debidamente rubricado, lo que en aplicación del principio de buena fe permite que la Sala encuentre que el valor señalado fue efectivamente “cancelado” o pagado, pues no otra explicación se desprende del sello al que se ha hecho alusión, aunado a que la parte demandada no controvirtió esta prueba.
En atención a estas conclusiones, la Sala accederá a la pretensión de la parte actora, para modificar el fallo apelado en el sentido de incluir dentro de la indemnización de perjuicios reconocida en la modalidad de daño emergente, las sumas de dinero que se encuentran soportadas en los documentos materia de análisis en esta instancia, valores que serán debidamente actualizados con aplicación del índice de precios al consumidor.

De igual manera, es del caso señalar que si bien la liquidación relativa al lucro cesante consolidado no fue controvertida en el recurso de apelación que hoy se desata, por hacer parte integrante del reconocimiento global del citado perjuicio material, se procederá únicamente a su actualización monetaria, con aplicación del índice de precios al consumidor, operación que igualmente se replicará respecto del único valor que reconoció el a quo a título de daño emergente.
5. Liquidación de perjuicios

Para la mencionada actualización se tendrá en cuenta el IPC certificado por el DANE, generado con la metodología Base 2.008, por ser la aplicable a la fecha y contener el ajuste de los índices de precios al consumidor hacia el pasado, cobijando la fecha desde la cual se indexó la liquidación inicial.

5.1. Actualización del daño emergente reconocido en primera instancia
La fórmula aplicable es la siguiente:

Ra =   Rh     x       Índice final 


   
                 Índice inicial                     


En donde:

Ra:

Renta actualizada a establecer; 
Rh:
Renta histórica que se va a actualizar: 920.882, según la factura de venta No. 0315, obrante a folio 40 del cuaderno de pruebas.
Ipc (f):
Es el índice mensual de precios al consumidor final, es decir, el correspondiente a la fecha en que se realiza la actualización: 112.65
Ipc (i):
Es el índice mensual de precios al consumidor inicial, es decir, el correspondiente a la fecha que tuvo en cuenta el a quo para realizar la actualización: (enero de 1996) 32.02
Reemplazando tenemos: 

Ra = 920.882   x  112.65


         32.02
Ra = $ 3.239.767
5.2. Actualización del lucro cesante reconocido en primera instancia
La fórmula aplicable es la siguiente:

Ra =   Rh     x       Índice final 


   
                 Índice inicial                     


En donde:

Ra:

Renta actualizada a establecer; 

Rh:
Renta histórica que se va a actualizar: 71.062,50, correspondiente a 15 días de incapacidad para el año 1995.
Ipc (f):
Es el índice mensual de precios al consumidor final, es decir, el correspondiente a la fecha en que se realiza la actualización: 112.65
Ipc (i):
Es el índice mensual de precios al consumidor inicial, es decir, el correspondiente a la fecha que tuvo en cuenta el a quo para realizar la actualización: (diciembre de 1995) 31.24
Reemplazando tenemos: 

Ra = 71.062,50   x  112.65


            31.24
Ra = $ 256.248
5.3. Actualización del daño emergente reconocido en segunda instancia
La fórmula aplicable es la siguiente:

Ra =   Rh     x       Índice final 


   
                 Índice inicial                     


En donde:

Ra:

Renta actualizada a establecer; 

Rh:
Renta histórica que se va a actualizar: 2.302.000, según certificación expedida por la empresa Europintar Sasei S.A., obrante a folio 27 del cuaderno de pruebas.
Ipc (f):
Es el índice mensual de precios al consumidor final, es decir, el correspondiente a la fecha en que se realiza la actualización: 112.65
Ipc (i):
Es el índice mensual de precios al consumidor inicial, es decir, el correspondiente a la fecha del documento con el que se certificó el pago: (octubre de 1996) 37.42
Reemplazando tenemos: 

Ra = 2.302.000 x  112.65


        37.42
Ra = $ 6.929.992
Respecto del segundo valor a reconocer en esta instancia se aplica la misma fórmula, en donde:

Ra:

Renta actualizada a establecer; 

Rh:
Renta histórica que se va a actualizar: 10.110.890, según documento emitido por Servicamper, obrante a folios 29 y 30 del cuaderno de pruebas,

Ipc (f):
Es el índice mensual de precios al consumidor final, es decir, el correspondiente a la fecha en que se realiza la actualización: 112.65
Ipc (i):
Es el índice mensual de precios al consumidor inicial, es decir, el correspondiente a la fecha del documento con el que se acreditó el pago: (abril de 1996) 34.68
Reemplazando tenemos: 

Ra = 10.110.890 x  112.65


           34.68
Ra = $32.842.899
	RESUMEN DE LA LIQUIDACIÓN


	Daño emergente
	$3.239.767

	
	$6.929.992

	
	$32.842.899

	Lucro cesante
	$256.248

	Total

	$43.268.906


6. No hay lugar a condena en costas

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a imponerlas. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal tercero de la parte resolutiva de la sentencia recurrida, esto es, la proferida el 9 de julio de 2003, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, numeral que quedará así: 

“TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración, condénese a la Corporación Autónoma Regional del Guavio, a reconocer y pagar al señor Israel Antonio Alfonso Piñeros, la suma de cuarenta y tres millones doscientos sesenta y ocho mil novecientos seis pesos ($43.268.906), por concepto de los perjuicios materiales que se le ocasionaron.”

SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia recurrida en sus demás partes.
TERCERO: Sin costas.
CUARTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUELVASE el expediente al Tribunal de origen.
COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON

MAURICIO FAJARDO GOMEZ             CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
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� Valor que obtuvo al indexar la suma de $920.882, por concepto de repuestos mecánicos, según la factura de venta No. 0315, obrante a folio 40 del cuaderno de pruebas.
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